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IV JORNADAS DE  DERECHO ADUANERO



                     DISERTACIÓN  INAUGURAL
             Catalina García Vizcaíno

Tengo el placer de dar comienzo a las IV Jornadas de Derecho Aduanero organizadas por la Comisión de Derecho Aduanero del Centro de Estudios de Derecho Financiero y de Derecho Tributario de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, que dirige el insigne Académico Profesor Emérito de esta Universidad Dr. José Osvaldo Casás, magistrado del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de Buenos Aires, y Director de las Carreras de Posgrado en  Derecho Tributario.

Los integrantes de la Comisión de Derecho Aduanero, que tengo el honor de presidir, agradecemos al Centro de Estudios de Derecho Financiero y Tributario, a la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, en particular, a sus Departamentos de Institucionales y Comunicaciones, al Departamento de Derecho Económico y Empresarial y a los docentes de la cátedra de mi titularidad en esta Facultad, por la difusión de este evento.

Manifestamos también nuestra gratitud a las instituciones que han brindado su adhesión, como la Academia Internacional de Derecho Aduanero, la Asociación de Abogados de Buenos Aires, la Asociación Argentina de Estudios Fiscales, antecesora de este tipo de Jornadas y a su alma máter que es el Dr. Gustavo Zunino.

Nuestra cálida congratulación a la editorial Tarifar que se ha encargado con su consabido profesionalismo de las inscripciones, del campo virtual y de los certificados que se entregarán a los expositores, coordinadores y asistentes, con la excelencia que la caracteriza. Muchas gracias a la Dra. Cristina Peteira por su acostumbrada eficacia y dinamismo. 

En esta Jornada tenemos el honor de contar con la presencia de conspicuos magistrados, profesores y especialistas. Concurren, asimismo, participantes de posgrados y alumnos de abogacía, que permanentemente nos motivan en la realización de este tipo de eventos.

Los destacados expositores que disertarán pertenecen a la magistratura, a las funciones públicas o al ámbito privado, acreditados tanto a nivel nacional como internacional, y nos brindarán nuevos enfoques de temas relevantes del Derecho Aduanero.

Como introducción, comento que a partir del año 2015 se organizan anualmente tal tipo de Jornadas en esta Casa de Altos Estudios.

Desde las III Jornadas de Derecho Aduanero que tuvieron lugar en octubre de  2017 muchas novedades se han producido en la materia. Brevemente referiré a algunas de ellas. 
I. MODIFICACIONES AL CÓDIGO ADUANERO

El Título VIII de la ley 27.430 (BO, 29/12/2017) ha modificado varias disposiciones del Código Aduanero (en adelante, CAd.) como, por ejemplo, en los   siguientes supuestos: 

1. Casos de importación o de exportación de mercadería con deficiencias o que no se ajuste a las especificaciones contratadas

En estos casos se prevé que, en lugar de acogerse al tratamiento de los arts. 573 a 576 del CAd., el importador o exportador pueda optar por reexportar o reimportar la mercadería “y solicitar la devolución de los tributos pagados oportunamente, siempre que ésta no haya sido objeto de elaboración, reparación o uso en el país de importación o exportación y sea reexportada o reimportada dentro de un plazo razonable” (artículo incorporado a continuación del art. 576 del CAd. 
), o en lugar de reexportar las mercaderías con deficiencias que sea abandonada a favor del Estado Nacional o destruida o inutilizada, quitándole todo valor comercial de la mercadería importada, así como la dispensa al exportador de reimportar la mercadería defectuosa cuando la reexportación no estuviera autorizada por las autoridades del país de destino o cuando el retorno resultare antieconómico o inconveniente y el exportador acreditare debida y fehacientemente la destrucción total de la mercadería en el exterior (art. 577 del CAd.). 
2. Aumento de los montos que configuran el techo en contrabando menor 

Dicho de otro modo se trata de exclusiones de punibilidad del delito de contrabando, salvo los supuestos del art. 949 del CAd.
Esos montos, según la reforma de la ley 27.430, a la cual en este aspecto estimo que es ley penal más benigna, acorde a la nota externa de la DGA 25/2005 respecto de la ley 25.986 (en contra, la Procuración General de la Nación por Resolución 18/18 del 21/2/2018, al instruir a los fiscales a que se opongan a la aplicación retroactiva de la ley 27.430 “en cuanto dispone aumentos de las sumas de dinero que establecen un límite a la punibilidad de los delitos tributarios y de contrabando”) son:

— pesos quinientos mil ($ 500.000) [por la ley 25.986 eran pesos cien mil ($ 100.000)], o

— pesos ciento sesenta mil ($ 160.000) [por la ley 25.986 eran pesos treinta mil ($ 30.000)], cuando se trate de tabaco o sus derivados. En este caso, el servicio aduanero debe proceder al decomiso de la mercadería y a su destrucción. 


3. Procedimientos aduaneros

3.1. Posibilidad de constituir domicilio electrónico en materia aduanera
Si bien se han modificado los arts. 1001 y 1013 del CAd. en cuanto a la previsión de medios electrónicos de notificación, no se establece la obligatoriedad del domicilio electrónico en materia aduanera, pese a lo normado por la res. gral. de la AFIP 3474/2013 y modif. complementada por la res. gral. AFIP 3754/2015.

En cuanto a los procedimientos aduaneros especiales, sólo se reformó el procedimiento de impugnación para posibilitar legalmente que se iniciara por medios electrónicos (art. 1056 del CAd. según la reforma). No hay disposiciones análogas en cuanto al procedimiento de repetición ni para la contestación de la vista en el procedimiento aduanero por infracciones.

Considero que los expedientes deberían ser electrónicos, tanto ante los organismos recaudadores como ante el Tribunal Fiscal de la Nación (en adelante, TFN), tal como se contempla en el art. 200 de la ley 11.683, según el texto del art. 243 de la ley 27.430. 

3.2. Innecesariedad del procedimiento de impugnación respecto de ciertos actos

Se establece que no es necesario promover la impugnación del art. 1053, ap. 1, del CAd. “cuando el acto hubiere sido dictado por el Director General de Aduanas o cuando dicho acto hiciera aplicación directa de una resolución dictada o surgiera de una instrucción impartida a los agentes del servicio aduanero o por, el Director General”. En estos supuestos, el administrado podrá optar entre formular la impugnación o deducir el recurso de apelación contemplado en el apartado 2 del art. 1132  (art. 1053, ap. 3, del CAd.).  

3.3. Posibilidad de que la impugnación se presente por medios electrónicos

Reitero que hay posibilidad de que la impugnación se presente por medios electrónicos (art. 1056 del CAd.), pero que no hay disposiciones legales análogas en cuanto al procedimiento de repetición ni para la contestación de la vista en el procedimiento aduanero por infracciones.

3.4. Incorporación de supuestos de efecto suspensivo en la impugnación

El art. 1058 del CAd. (según la ley 27.430, al igual que antes de la ley 25.986) contempla el efecto suspensivo de la impugnación para los supuestos de los incs. a, b y e del art. 1053 del CAd.


La ley 25.986 (BO, 5/1/2005) había previsto el efecto suspensivo de la impugnación sólo para el supuesto del inc. a del art. 1053 del CAd., referente a las liquidaciones originarias o suplementarias de tributos aduaneros.

3.5. Innecesariedad del reclamo de repetición en ciertos casos 
Se contempla que no es necesario promover la repetición del ap. 1 del art. 1069 del CAd. “cuando el acto hubiere sido dictado por el Director General de Aduanas o dicho acto hiciera aplicación directa de una resolución dictada o de una instrucción impartida a los agentes del servicio aduanero por el Director General”. En esos supuestos, el administrado podrá optar entre formular el reclamo de repetición, o deducir el recurso de apelación o la demanda contenciosa contemplados en el art. 1132 (art. 1069 del CAd.).
3.6. Incorporación en el art. 1094 del CAd. en cuanto a la resolución que dispone la apertura sumarial 
La ley 27.430 sustituyó el inciso d del art. 1094 del CAd. referente a la resolución que dispone la apertura del sumario en el procedimiento aduanero por infracciones, agregando que, además de la liquidación de los tributos que pudieren corresponder, se liquiden “los importes que el Fisco hubiere pagado indebidamente en virtud de los regímenes de estímulos a la exportación, cuya restitución se reclamare, según el caso”.

Sin embargo, el art. 1112, inc. b, del CAd. respecto de la resolución que se dicte en el referido procedimiento no incorporó ese agregado, sino que prevé el pronunciamiento “sobre los tributos que resultaren adeudar los responsables”, sin mencionar los importes que el Fisco hubiera pagado en demasía por estímulos a la exportación. 
4. Procedimiento ante el TFN

4.1. Plazos para actos procesales

A fin de procurar la celeridad del procedimiento ante el TFN, la reforma de la ley 27.430 prevé los siguientes plazos:

— Para correr traslado del recurso al Fisco: 10 días de recibido el expediente en la Vocalía según el cambio introducido por la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados (arts. 169 de la ley 11.683 y 1146 del CAd.). El proyecto original se refería a los diez días de la interposición del recurso. Cabe destacar que la solución de esa Comisión, adoptada por la ley de reforma, es acorde al art. 7°, últ. párr., RP del TFN que cuenta ese plazo desde la recepción del expediente en vocalía. Es adecuada esta solución del RP del TFN, ya que el expediente puede encontrarse con trámites pendientes ante la Secretaría General (vista por la tasa de actuaciones, intimaciones por defectos formales, etc.) y recibirse en la vocalía pasados los diez días de su interposición. Por otra parte, hay recursos que se interponen en el interior y llegan al TFN pasado ese plazo, debiendo ser sorteados por Secretaría General, ante la cual se llevan a cabo diferentes trámites. La reforma elimina el nuevo emplazamiento al Fisco para contestar el traslado.

 — Para correr traslado al apelante de las excepciones opuestas por el Fisco: 5 días de producida la contestación de la DGI o de la DGA (arts. 171 de la ley 11.683 y 1149 del CAd.). 

— Para elevar a sala: 10 días desde la contestación del recurso o excepciones si no existiera prueba a producir (arts. 172 de la ley 11.683 y 1150 del CAd.). Estimo que debería quedar firme la declaración de puro derecho para que el vocal instructor eleve los autos a la sala.

— Para citar a audiencia preliminar de prueba: 10 días, y para elevar los autos a la sala si en el acto de la audiencia declarara la causa de puro derecho: 10 días (art. 173 de la ley 11.683 y 1151 del CAd.).

— Para abrir la causa a prueba: 10 días (artículo incorporado a continuación del art. 173 de la ley 11.683 y artículo incorporado a continuación del art. 1151 del CAd.). No dice desde cuándo se computa, podría entenderse que es desde el día de la audiencia preliminar de prueba.

— Para declarar la clausura del plazo probatorio: 10 días desde el vencimiento del plazo probatorio o diligenciadas las medidas para mejor proveer o vencido el plazo respectivo; para elevar los autos a sala: 5 días, y para llamar a alegar o convocar a audiencia para la vista de la causa: 5 días (arts. 176 de la ley 11.683 y 1155 del CAd.). Considero que debería quedar firme el auto que clausura el plazo probatorio para el cómputo del plazo de elevatoria de los autos a la sala.

— Para la elevación a sala, cuando no debiere producirse prueba, o concluido el plazo para alegar o celebrada la audiencia de vista de causa: 10 días (art. 1158 del CAd.). No se advierte cómo se pueden elevar a sala los actuados cuando se encontraban en trámite ante ésta que llamó a alegar o convocó a la audiencia de vista de causa. Esta misma observación se formula respecto del art. 184 de la ley 11.683.

— Para que ordene la liquidación del tributo y accesorios y fijar el importe de la multa: 10 días  (arts. 187 de la ley 11.683 y 1166 del CAd.). Si se dan las bases de esa liquidación en la sentencia, no parece claro que corresponda aplicar un plazo de 10 días. 

— Para correr traslado de la liquidación: 5 días (arts. 187 de la ley 11.683 y 1166 del CAd.).

4.2. Audiencia preliminar de prueba  

Teniendo en cuenta los avances en expedientes electrónicos y lo previsto en ese sentido por el art. 200 de la ley 11.683, según la ley 27.430, no parece razonable que se prevea la audiencia preliminar de prueba, atento a que se exhibe como contraria a la sustanciación de dicho tipo de expediente desde cualquier lugar del país. 

El art. 173 de la ley 11.683 y el art. 1151 del CAd., según esa reforma, prevén:

“Si no se hubiesen planteado excepciones o una vez que éstas hayan sido tramitadas o que se haya resuelto su tratamiento con el fondo, subsistiendo hechos controvertidos, el vocal, dentro de los diez (10) días, citará a las partes a una audiencia [el art. 1151 del CAd. agrega; “que presidirá con carácter indelegable”. Esta frase no se encuentra en el art. 173 de la ley 11.683]. Sobre esta resolución podrá plantearse recurso de reposición.

”En tal acto recibirá las manifestaciones de las partes con referencia a los hechos controvertidos y a la prueba propuesta. El vocal podrá interrogar a las partes acerca de los hechos y de la pertinencia y viabilidad de la prueba. Oídas las partes, fijará los hechos articulados que sean conducentes a la decisión de la controversia y dispondrá la apertura a prueba o que la causa sea resuelta como de puro derecho.

”Si alguna de las partes se opusiere a la apertura a prueba, el vocal resolverá lo que sea procedente luego de escuchar a la contraparte.

”Si todas las partes manifestaren que no tienen ninguna prueba a producir, o que ésta consiste únicamente en las constancias del expediente o en la documental ya agregada y no cuestionada, la causa quedará conclusa para definitiva.

”Si el vocal decidiera en el acto de la audiencia que la cuestión debe ser resuelta como de puro derecho, elevará los autos a la sala dentro de los diez (10) días. Sobre la apertura a prueba o la declaración de puro derecho podrá plantearse recurso de reposición”.
De lo expuesto podría surgir que en materia impositiva el vocal podría delegar la presidencia de la audiencia (por ejemplo, en su secretario letrado), posibilidad que no se dará en materia aduanera. Hubiera sido conveniente que se unificaran las redacciones.

4.3. Amparos

La norma que sustituye el art. 1160 del CAd. prevé el requisito del art. 182 de la ley 11.683 según la reforma de la ley 25.795, consistente en el transcurso de quince días desde el pedido de pronto despacho sin que se hubiese resuelto su trámite, a efectos de interponer el recurso de amparo ante el TFN.
También se unificó el plazo de diez días del art. 192 de la ley 11.683, t.o. en 1998  y modif., para apelar ante la Cámara competente de las sentencias del TFN recaídas en los recursos de amparo (art. 1171 del CAd.), pero de esta apelación hay que dar traslado a la otra parte para que la conteste por escrito dentro del término de diez días en materia impositiva (art. 195 de la ley) y de cinco días en materia aduanera (art. 1173, CAd.). Es decir, en cuanto al traslado de este recurso de apelación hay divergencias según la materia de que se trate.  

4.4. Costas

La reforma de la ley 27.430 unifica el tratamiento de las costas en materia impositiva y materia aduanera con la posibilidad de que se exima de modo fundado, total o parcialmente, de esa responsabilidad al litigante vencido. 

Además, propicia que las costas se decreten según el orden causado cuando se recalifique la conducta o “reduzca” la sanción a aplicar, salvo que la tipificación o “la cuantía de la sanción recurrida” se demuestre temeraria o carente de justificación (art. 184 de la ley 11.683 y art. 1163 del CAd.).  

5. Carga de mercadería que carezca de libre circulación para rancho, provisiones de abordo o suministros
La carga en un buque crucero “de mercadería que careciere de libre circulación en el territorio aduanero con destino a rancho, provisiones de abordo o suministros, procedente de un depósito sometido a control aduanero, quedará exenta del pago de los tributos que gravaren su importación o su exportación para consumo” (art. 278 de la ley 27.430).
6. Unidad de Valor Tributaria (UVT)

El Título XI de la ley 27.430 crea la UVT como “unidad de medida de valor homogénea a los efectos de determinar los importes fijos, impuestos mínimos, escalas, sanciones y todo otro parámetro monetario contemplado en las leyes de tributos y demás obligaciones cuya aplicación, percepción y fiscalización se encuentre a cargo de la Administración Federal de Ingresos Públicos, incluidas las leyes procedimentales respectivas y los parámetros monetarios del Régimen Penal Tributario” (art. 302, ley 27.430).
Antes del 15/9/2018, el Poder Ejecutivo Nacional (en adelante, PEN) debía elaborar y remitir al Congreso de la Nación un proyecto de ley en el que se estableciera la cantidad de UVT correspondiente a cada uno de los parámetros monetarios referidos en el art. 302 de la ley 27.430, que reemplazarían los importes monetarios en las leyes respectivas (art. 303 de la ley 27.430). Se está proyectando reemplazar esa fecha por la del 15/9/2019.
A los fines de la fijación de la cantidad de UVT que corresponda en cada supuesto, “se deberán contemplar, entre otros factores y para cada parámetro monetario, la fecha en la cual fue establecido su importe, los objetivos de política tributaria perseguidos y la fecha de entrada en vigencia del mecanismo dispuesto por el presente Título, pudiendo proponer parámetros monetarios a ser excluidos de este régimen” (art. 303, ley 27.430). 

La relación de conversión entre UVT y pesos se ajustará anualmente con base en la variación anual del Índice de Precios al Consumidor que suministre el INDEC (art. 304, ley 27.430). 

Para evaluar la configuración de delitos y otros ilícitos se considerará la relación de conversión entre pesos y UVT vigente al momento de su comisión (art. 305, ley 27.430).

Para la cancelación de sanciones se utilizará la relación de conversión entre UVT y pesos vigente al momento de su cancelación (art. 306, ley 27.430).

II. PRESENTACIÓN DE LA RATIFICACIÓN DEL ACUERDO SOBRE FACILITACIÓN DEL COMERCIO
El 22 de enero de 2018 el Poder Ejecutivo Nacional presentó ante la Organización Mundial del Comercio el instrumento de ratificación del Acuerdo sobre Facilitación del Comercio, convirtiéndose en el miembro 128 en completar el proceso de aceptación de este convenio multilateral.

Recordemos que por la ley 27.373 (BO, 28/7/2017) el Congreso de la Nación Argentina aprobó el Protocolo de Enmienda del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio, hecho en la ciudad de Ginebra —Confederación Suiza— el 27 de noviembre de 2014, que consta de seis artículos y un anexo. Este anexo está constituido por el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio (AFC).
En diciembre de 2013, los Miembros de la OMC concluyeron, en la Conferencia Ministerial de Bali, las negociaciones en torno al Acuerdo sobre Facilitación del Comercio, que forma parte de un “Paquete de Bali” más amplio. A partir de entonces, los Miembros de la OMC han realizado un examen jurídico del texto. Dentro del marco de la decisión adoptada en Bali, los Miembros de la OMC adoptaron el 27 de noviembre de 2014 un Protocolo de Enmienda para insertar el nuevo Acuerdo en el Anexo 1A del Acuerdo sobre la OMC. Se previó que el Acuerdo sobre Facilitación del Comercio (AFC) entrara en vigor cuando dos tercios de los Miembros hubieran completado el proceso interno de ratificación.

El 22/2/2017 entró en vigor el AFC, al haber sido adoptado por las dos terceras partes de los Estados Miembros de la Organización Mundial del Comercio (OMC). Para la Argentina rige desde la presentación del Instrumento de Ratificación ante la OMC, fecha en la cual se contarán los plazos previstos para la aplicación de sus normas.

    El Acuerdo sobre Facilitación del Comercio contiene disposiciones para agilizar el movimiento, el levante y el despacho de las mercancías, incluidas las mercancías en tránsito. Se tiende a abaratar tiempo y costos.
   Además, establece medidas para lograr una cooperación efectiva entre las autoridades aduaneras y otras autoridades competentes en las cuestiones relativas a la facilitación del comercio y el cumplimiento de los procedimientos aduaneros. También contiene disposiciones sobre asistencia técnica y creación de capacidad en esta esfera.
A su contenido me he referido en la apertura de las III Jornadas de Derecho Aduanero.  

Como explica Cotter, los procesos aduaneros ágiles y eficientes propenden a la reducción de costos directos e indirectos vinculados al comercio internacional, “de manera de incrementar la competitividad de las empresas y de este modo mejorarán su performance, lo que a su vez generará mayor crecimiento económico”. Por otro lado, agrega que “la mayor generación de riqueza debería, a su vez, generar un incremento en la recaudación, lo que asimismo debería proporcionar mayores ingresos a los Estados para que realicen mejoras en infraestructura”.
  
III. DECRETOS 793/2018 Y 865/2018 EN MATERIA DE RETENCIONES

El proyecto de presupuesto para 2019 establece la posibilidad, hasta el 31/12/2020, de que el PEN fije derechos de exportación con una alícuota de hasta el 33% del valor de los bienes.
El dec. Nº 793/2018 (BO, 4/9/2018) fija hasta el 31/12/2020 un derecho de exportación del 12% a la exportación para consumo de todas las mercaderías comprendidas en las posiciones arancelarias de la Nomenclatura Común del Mercosur (NCM). 
El dec. 865/2018 (BO, 28/9/2018) modificó el referido dec. 793.

Ese derecho de exportación no puede exceder de cuatro pesos por cada Dólar Estadounidense del valor imponible, incluyendo el importe que arroje la aplicación de la mencionada alícuota, o del precio oficial FOB, según corresponda. Para las mercaderías comprendidas en las posiciones arancelarias de la NCM) detalladas en el Anexo I, ese límite será de tres pesos por cada dólar estadounidense del valor imponible, incluyendo el importe que arroje la aplicación de la mencionada alícuota, o del precio oficial FOB, según corresponda. De aplicarse, esos límites se mantendrán en pesos hasta la cancelación de la obligación.
Para aplicar ese límite, el monto que arroje el derecho de exportación del 12%  deberá expresarse en pesos al tipo de cambio vendedor del Banco de la Nación Argentina del día hábil anterior al de la fecha del registro de la correspondiente solicitud de destinación de exportación para consumo.

En el caso de mercaderías cuya exportación ya está gravada, el derecho de exportación establecido en el art. 1° será adicionado a los derechos de exportación vigentes, incluyendo los establecidos en el art. 3º del citado decreto (art. 4º).
En el caso de exportadores que en el año calendario inmediato anterior a la fecha del registro de la correspondiente solicitud de exportación para consumo hayan exportado menos de  U$S 20.000.000, se concederá un plazo de espera de sesenta días corridos, sin intereses, contados a partir del día siguiente al del libramiento. Este plazo no alcanzará a las operaciones de exportación por cuenta y orden de terceros

Además, sustituye el anexo XIII del dec. Nº 1126/2017 y modif., y deroga el dec. Nº 1343/2016 y modif.
Se desgrava del derecho de exportación referido la parte del valor imponible de los bienes de capital comprendidos en las posiciones arancelarias de la NCM detalladas en el Anexo I del dec. 1126/2017 y modif., cuyos importes hayan sido facturados y parcial o totalmente percibidos por el exportador, con fecha anterior a la vigencia del referido dec. 793/2018.

Se exceptúa del pago de ese derecho a los sujetos beneficiarios del Régimen de Exportación Simplificada denominado “EXPORTA SIMPLE”, creado por la Resolución General Conjunta 4049/2017 del ex Ministerio de Producción y la Administración Federal de Ingresos Públicos.

La finalidad del decreto 793/2018 es recaudatoria, al procurar obtener ingresos por  la rentabilidad de los exportadores derivada de la depreciación de la moneda.

Según el Considerando de ese decreto, las facultades por las cuales se ha dictado son las conferidas por  el art. 99 incisos 1 y 2 de la Constitución Nacional y por el art. 755 de la Ley N° 22.415 (Código Aduanero) y sus modificaciones. 
Cabe señalar que las leyes 25.148, 25.645, 25.918 y 26.135 aprobaron la legislación delegada dictada al amparo de la legislación delegante preexistente a la reforma constitucional de 1994, extendiéndose hasta el 24/8/2006. 

Además, esas leyes ratificaron en el PEN, con arreglo a las bases oportunamente fijadas por el Poder Legislativo, la totalidad de la delegación legislativa sobre materias determinadas de administración o situaciones de emergencia pública, emitidas con anterioridad a la reforma constitucional de 1994, cuyo objeto no se hubiese agotado por su cumplimiento, extendiéndose hasta el 24/8/2009. La ley 26.519 ratificó desde el 24/8/2009 y por el plazo de un año esa delegación legislativa. 

La Corte Suprema, por mayoría, ha sostenido que “ni la ley 22.415 ni mucho menos la 25.561 establecen, siquiera con mínimos recaudos, los elementos esenciales del tributo de que se trata” [derechos de exportación] de la Resolución del Ministerio de Economía e Infraestructura 11/2002. Además, sostuvo que en materia de delegación legislativa, “los constituyentes de 1994, además de incorporar a nuestra Carta Magna el texto del actual art 76, agregaron la cláusula transitoria octava, según la cual: ‘La legislación delegada preexistente que no contenga plazo establecido para su ejercicio caducará a los cinco años de la vigencia de esta disposición, excepto aquella que el Congreso de la Nación ratifique expresamente por una nueva ley’ (15/4/2014, “Camaronera Patagónica SA v. Ministerio de Economía s/amparo).

Por consiguiente, el dec. 793/2018 invoca en su Considerando que el 21/5/2014 el Honorable Congreso de la Nación sancionó la Ley 26.939 que aprobó el Digesto Jurídico Argentino y declaró vigentes las normas incorporadas a su Anexo I, entre las que se encuentra el Código Aduanero. En ese Digesto el art. 755 del CAd. figura como art. 684 del DJA B-1280 y se toma como ley anterior la ley 22.415.
IV. ANTEPROYECTO DEL CÓDIGO PENAL
Mediante decreto del PEN 103/2017 (BO, 14/2/2017) se creó una nueva comisión para la Reforma del Código Penal de la Nación, que elaboró un anteproyecto.

Sin que implique desconocer ni mermar la valía de los integrantes de esa comisión, formulo algunas consideraciones que podrían tenerse en cuenta para la elaboración definitiva de la obra ciclópea que constituye un nuevo Código Penal de la Nación.

El Título XVII del Libro Segundo de ese Anteproyecto tipifica y sanciona a los delitos aduaneros.

Si bien el decreto  Nº 103/2017 prevé que el anteproyecto del Código Penal debería concentrar “toda la legislación penal en un único cuerpo normativo”, se observa que en el Anteproyecto del Código Penal dado a conocer en junio de 2018, que consta de 540 artículos, hay delitos previstos por leyes especiales que no se incorporaron a su texto. Por ejemplo, el régimen sancionatorio  del capítulo VI del Título III de la ley 23.966 de Impuesto sobre los Combustibles Líquidos y al Dióxido de Carbono, que fue incorporado por la ley 25.239. Tampoco están contenidos los delitos de la ley 24.241 y modificaciones del Sistema Integrado Previsional  Argentino.
Por otra parte, el Anteproyecto no especifica las leyes y artículos que derogaría, pudiendo llegar a superposiciones con el Código Aduanero. 

Tampoco prevé, en general, la actualización de los importes en pesos que se expresan, a diferencia del Código Aduanero al cual se aplica el Título XI de la Ley de Reforma Tributaria 27.430 (BO, 29/12/2017), que ha creado la Unidad de Valor Tributaria
Se establecen días-multa, pero en algunos casos hay importes de multas en pesos (por ejemplo, art. 214).

Hay cláusulas duras como la del art. 2º in fine: “si la pena prevista para el delito se modificare durante su comisión, se aplicará la ley vigente al momento de la conclusión de éste, aunque la pena establecida por esa ley fuere más grave”.

 Considero que los delitos aduaneros deberían seguir contemplados en el Código Aduanero como leyes penales especiales a las que se aplica supletoriamente el Código Penal, como en la actualidad en los términos del art. 4º de este ordenamiento, atento a que, como dice la Exposición de Motivos del Código Aduanero, que ha adoptado el criterio seguido generalmente por la legislación comparada, “las peculiaridades del derecho aduanero determinaron una regulación penal especial separada de los códigos penales, dando lugar a la formación de un ordenamiento penal aduanero. En nuestro país, tales disposiciones penales formaron parte de las Ordenanzas de Aduana y de la Ley de Aduana”. 
Agrega esa Exposición de Motivos que tal criterio “se estima justificado”, por el cual “se ha buscado establecer una regulación armónica, sistemática y completa relativa a los delitos y a las infracciones aduaneras”. 
No olvidemos que el art. 861 del CAd. sienta que siempre que “no fueren expresa o tácitamente excluidas, son aplicables a esta Sección [Disposiciones Penales, que comprende a los Delitos Aduaneros —Título I— y a las Infracciones Aduaneras —Título II—] las disposiciones generales del Código Penal”.    
La tesitura seguida por el Anteproyecto del Código Penal de la Nación (en adelante, Anteproyecto) en cuanto a los delitos aduaneros trae, entre otras, las siguientes consecuencias:
1. El concepto de mercadería del art. 77 es el del Código Penal
, y no el de la materia aduanera que es mucho más amplio y se halla en el art. 10 del CAd.
. Podrían darse casos en los cuales se sostuviera la falta de configuración de los delitos aduaneros porque los efectos importados o exportados ilegalmente no eran susceptibles de expendio según el mencionado art. 77. No se dio una solución clara a la problemática de la configuración, o no, de delitos aduaneros por la moneda extranjera, que dio lugar a posiciones discordantes acerca de su tratamiento, o no, como mercadería.
2. El art. 40, ap. 5, inc. 2º, del Anteproyecto permite la reducción a las penas de la tentativa, entre otros casos, en delitos del Libro Segundo, Título XVII (delitos aduaneros), pese a que el art. 362 del Anteproyecto reprime la tentativa de contrabando con las mismas penas que correspondan al delito consumado. Podemos preguntarnos ¿cuál es entonces la reducción?  

3. El decomiso es sanción del Anteproyecto que debe aplicarse en la sentencia judicial
, a diferencia de lo normado por los arts. 1026 inc. b) y 1121 inc. b) del CAd. en el sentido de que el comiso de la mercadería objeto de delitos aduaneros, así como el comiso del medio de transporte y de los demás instrumentos empleados para la comisión del delito, constituyen sanciones  accesorias que se aplican por el administrador de la aduana en cuya jurisdicción se hubiera producido el hecho. 
Con relación a la doble jurisdicción en el juzgamiento de los delitos aduaneros, se sostuvo que la aplicación de las penas accesorias que corresponden a la autoridad aduanera no pueden ser impuestas por una sentencia; lo contrario importa una injerencia indebida de los magistrados federales en las legítimas atribuciones del organismo administrativo (Corte Sup., 28/3/2000, “Tello, Norma del Valle s/contrabando”, Fallos 323:637).  
Surge entonces la pregunta: ¿Qué autoridad impone el comiso con la doble jurisdicción en delitos aduaneros?
4. Nada dice el Anteproyecto de las remisiones a las normas que son sustituidas. Por ejemplo, en el procedimiento  aduanero por delitos de los arts. 1118 a 1121 del CAd. 
5. No encontré en el texto las normas de los arts. 887
 , 888
 y  889
 del CAd. Si se aprobara el Anteproyecto ¿seguirían en vigor aquellas normas? En el caso de los diplomáticos y cónsules del art. 889 del CAd. qué autoridad aplicaría la pena, ya que el art. 876 del CAd. parece sustituido pero los tribunales no pueden aplicar originariamente sanciones por infracciones. 
6. El art. 369 del Anteproyecto se refiere al art. 642 del CAd., pese a que se considera sustituido por el Acuerdo relativo a la Aplicación del Art. VII del GATT, aprobado por la ley 24.425. El Código Aduanero es anterior a la ley 23.311 que aprobó el GATT y, desde luego, a la ley 24.425 que aprobó el GATT de 1994, por lo cual tiene esa referencia, pero no parece que deba proseguirse con esa cita.

7. Hay menciones que no parecen actualizadas como la de la “Secretaría de Estado de Hacienda” (art. 374).

8. El art. 375 sienta el principio de la actualización de las multas, por índice de precios al por mayor nivel general. Cabe preguntarse si no se aplica la interpretación de la Resolución General de la AFIP 3271/2012 ni la Unidad de Valor Tributaria creada por el Título XI de la Ley de Reforma Tributaria 27.430. Corresponde destacar que la relación de conversión entre la Unidad de Valor Tributaria y los pesos se ajustará anualmente “con base en la variación anual del índice de Precios al Consumidor que suministre el Instituto Nacional de Estadística y Censos”. En consecuencia, el Anteproyecto y la ley 27.430 prevén dos índices distintos.    
9. El art. 375 del Anteproyecto contempla que la actualización de la pena de multa se aplicará “desde el mes en que se hubiera configurado o constatado el delito hasta el penúltimo mes anterior a aquél en que se efectuara el pago”. En cambio, el art. 306 de la ley 27.430 sienta: “Para la cancelación de sanciones se utilizará la relación de conversión entre UVT y pesos vigente al momento de su cancelación”. Reitero que los índices son distintos.
10.  En el art. 376 se excluye de punibilidad a supuestos de contrabando menor con los montos actuales de la ley 27.430. Habrá que ver si se actualizan con la Unidad de Valor Tributaria de la ley 27.430 o de otro modo. Si no se actualizaran los montos del art. 376 del Anteproyecto y sí los del CAd., se correría el riesgo de tener por configurados delitos que para el CAd. serían infracciones de contrabando menor. 
11.  Habría que  modificar los artículos de la infracción del contrabando menor en cuanto remiten a los artículos del CAd. en materia de delitos.
12.  En el art. 303, inciso 9º, del Anteproyecto se fija un piso para el contrabando agravado con pena de prisión de cuatro a diez años de $ 3.000.000 o más. Cabe preguntarse si esta suma, que proviene del la ley 25.986 (BO, 5/1/2005), será o no actualizada por la Unidad de Valor Tributaria u otro modo. 

13.  En el art. 376  del Anteproyecto correspondiente a la no punibilidad como delitos de supuestos del contrabando menor se refiere, entre otras, a la mercadería sujeta a una prohibición absoluta de carácter económico (art. 357, inc. 7º) y no a la mercadería sujeta a una prohibición absoluta de carácter no económico (art. 356, inc.1º), pese a que este último caso tiene menos pena (3 a 10 años) que aquél (4 a 10 años).  
14.  El art. 378 del Anteproyecto contempla el principio de la deducción de los honorarios de los profesionales fiscales en cuanto al producido de la venta de la mercadería comisada, que se halla en el art. 885 del CAd. en su redacción de 1981, sin tener en cuenta que, con posterioridad,  el art. 77 de la ley 11.672 (t.o. en 2014, al igual que el art. 60 de esta ley del t.o. en 2005, y art. 1° de esta ley del t.o. en 1999), complementaria permanente de presupuesto, establece que los peritos y profesionales de cualquier categoría, “que desempeñen empleos a sueldo en el Sector Público Nacional, no podrán reclamar honorarios en los asuntos en que intervengan por nombramientos de oficio en los que el Fisco sea parte y siempre que las costas no sean a cargo de la parte contraria...”.
Por otra parte, el art. 7º del dec. 1204/2001 (BO, 7/9/2001) prevé: “Los abogados que ejerzan la representación, patrocinio y defensa judicial del Estado Nacional o de los demás organismos mencionados en el art. 6° de la ley 25.344, tendrán derecho a percibir los honorarios regulados por su actuación en juicio sólo en el caso en que estén a cargo de la parte contraria, salvo disposición en contrario del organismo del cual depende el profesional”. 

Además, el art. 15 de la ley 22.091 (modif. por el dec. 258/1999) establece asignaciones específicas de distribución (por ejemplo, 50% al personal de aduana)
.

Reiteramos lo dicho en las anteriores Jornadas de Derecho Aduanero acerca de que es plausible que dentro del Centro de Estudios de Derecho Financiero y de Derecho Tributario funcione esta Comisión de Derecho Aduanero, a fin de que destacados especialistas debatan y efectúen propuestas en orden a la sustentabilidad fiscal, así como a la sustentabilidad de la paz y de la seguridad mundial, sin menoscabo de los derechos y garantías constitucionales y convencionales.
A continuación escucharemos a los disertantes de los tres paneles, cuyos temas se agrupan en los principios y los tributos aduaneros, las infracciones y los delitos aduaneros, y los procedimientos aduaneros.  

Ellos nos permitirán elaborar nuevos enfoques, ya que como ingeniosamente sostenía Montaigne: “La palabra es mitad de quien la pronuncia y mitad de quien la escucha”.
� El ap. 2 de esa norma establece: “La utilización de la mercadería “no impedirá su devolución en caso de que aquélla haya sido indispensable para constatar sus defectos u otras circunstancias que hubieran motivado su devolución”.


� COTTER, Juan Patricio, Derecho aduanero y comercio internacional, Guía Práctica- Ediciones IARA SA, Buenos Aires, 2018, p. 86.


� El Anteproyecto establece en el art. 77, ap. 7º: “ Con la palabra “mercadería” se designa a toda clase de efectos susceptibles de expendio”.


� Esta norma dispone” 1. A los fines de este Código es mercadería todo objeto que fuere susceptible de ser importado o exportado.


”2. Se consideran igualmente — a los fines de este Código — como si se tratare de mercadería:


”a) las locaciones y prestaciones de servicios realizadas en el exterior, cuya utilización o explotación efectiva se lleve a cabo en el país, excluido todo servicio que no se suministre en condiciones comerciales ni en competencia con uno o varios proveedores de servicios;


”b) los derechos de autor y derechos de propiedad intelectual”.


� Es así que el art. 23 del Anteproyecto sienta: “1. En todos los casos en que recayese condena por delitos dolosos o culposos previstos en este Código o en leyes penales especiales, la sentencia decidirá el decomiso del dinero, cosas, bienes o cualquier clase de activo que hubiesen servido de instrumento o medio en la comisión del hecho, y de los que constituyesen el producto, el provecho o la ganancia, directos o indirectos, del delito, cualesquiera que fueran las transformaciones o sustituciones que hubiesen podido experimentar, siempre que no correspondiese su restitución al damnificado o a un tercero ajeno al hecho…”.


�  “Las personas de existencia visible o ideal son responsables en forma solidaria con sus dependientes por las penas pecuniarias que correspondieren a éstos por los delitos aduaneros que cometieren en ejercicio o con ocasión de sus funciones”.


� “Cuando una persona de existencia ideal fuere condenada por algún delito aduanero e intimada al pago de las penas pecuniarias que se le hubieren impuesto no fuera satisfecho su importe, sus directores, administradores y socios ilimitadamente responsables responderán patrimonialmente y en forma solidaria con aquélla por el pago del importe de dichas penas, salvo que probaren que a la fecha de la comisión del hecho no desempeñaban dichas funciones o no revestían tal condición”.


� “Cuando una persona que gozare de inmunidad de jurisdicción penal en razón de su función diplomática o consular cometiere un delito aduanero y no mediare renuncia hábil a dicha inmunidad por parte del Estado acreditante, el hecho se considerará exclusivamente a su respecto infracción aduanera y solamente se le impondrán las penas establecidas en el artículo 876, inciso a), b) y c)”.


� Esta norma dispone: “El producido de lo que se obtuviere por la venta de mercaderías objeto de comiso y por la aplicación de todo tipo de multas, excepto las automáticas, con arreglo a lo dispuesto en la legislación aduanera se distribuirá, previa deducción de los importes correspondientes a los honorarios de los profesionales fiscales judicialmente regulados, del siguiente modo:


”a) El VEINTICINCO POR CIENTO (25%) se destinará a rentas generales.


”b) El CINCUENTA POR CIENTO (50%) se destinará a una cuenta que se denominará "Productividad, Eficiencia y Fiscalización" y se distribuirá entre todo el personal del servicio aduanero de acuerdo al régimen que determine la ADMINISTRACION FEDERAL DE INGRESOS PUBLICOS, entidad autárquica en el ámbito del MINISTERIO DE ECONOMIA Y OBRAS Y SERVICIOS PUBLICOS.


”c) El VEINTICINCO POR CIENTO (25%) se destinará a la fuerza de seguridad actuante en el procedimiento, con asignación a la cuenta que exista en cada una de ellas para usos de carácter institucional. Si hubiese intervenido más de una fuerza de seguridad, este porcentaje se repartirá por partes iguales entre las fuerzas intervinientes. Si por el contrario no hubiese intervenido alguna fuerza de seguridad, este porcentaje se destinará a rentas generales”.








